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19. Los Estados pueden prescindir con facilidad de la
fórmula «todo Estado», ya que en cualquier conferencia
tienen entera libertad para adoptarla si quieren. La posi-
bilidad de que el empleo de esa fórmula limite el número
de Estados participantes en el tratado hace harto impro-
bable su adopción por una conferencia de plenipoten-
ciarios, razón de más para disuadir a la Comisión de
aprobarla.
20. A juicio de algunos miembros, la fórmula «todo
Estado» debe considerarse, si no como norma de jus
cogens, al menos como una presunción o como una nor-
ma de interpretación aplicable a los casos en que el trata-
do multilateral no dice nada sobre la posible partici-
pación de Estados que no hayan intervenido en su
preparación. No cree que esto sea necesario. Por lo que
respecta a la interpretación bastan y sobran los artículos
proyectados sobre interpretación de los tratados. Una
presunción a favor de la fórmula «todo Estado» podría
incluso en algunos casos traicionar la verdadera inten-
ción de los Estados reunidos en una conferencia inter-
nacional para preparar un tratado. Piensa en lo que ha
sucedido en conferencias internacionales celebradas para
preparar tratados multilaterales generales. Es inconcebi-
ble que en un determinado momento, uno o dos Estados
por lo menos del centenar aproximado de países partici-
pantes en una conferencia, no haya intentado averiguar
qué Estados reúnen las condiciones precisas para ser
partes en el tratado. La cuestión se habrá debatido y
votado por tanto en todas las conferencias convocadas
para redactar tratados multilaterales generales. Si es así,
¿por qué guardan silencio al respecto esos tratados?
Simplemente, porque se han rechazado las propuestas en
ese sentido. No está de más recordar que en la mayoría
de las conferencias se precisa una mayoría de dos tercios
para aprobar cualquier disposición sustantiva. Por con-
siguiente, basta una minoría de un tercio más un voto
para rechazar cualquier propuesta de ese tipo. En con-
secuencia, cabe razonablemente decir que una propuesta
análoga a la fórmula utilizada en la actualidad en la
práctica internacional puede haber sido desechada por
una minoría de un tercio más un voto que sea partidaria
de la fórmula «todo Estado», y como resultado el trata-
do carece de disposiciones sobre los Estados a los que
queda abierto. En tal caso sería absurdo afirmar que la
voluntad presunta de la mayoría de los Estados partici-
pantes en la conferencia fue favorable a la fórmula «todo
Estado».

21. A su juicio pues, la fórmula «todo Estado» resulta
a menudo injustificada como presunción, y carecen de
todo fundamento las razones aducidas para incluirla en
el proyecto que se prepara.
22. El párrafo 1 del artículo 8 debe modificarse radi-
calmente o bien suprimirse por completo.

23. El PRESIDENTE, hablando como miembro de la
Comisión, dice que en una conferencia diplomática en
la que se presente un texto preparado por la Comisión
de derecho internacional, hará falta una mayoría de los
dos tercios para rechazarlo; de no presentarse ningún
texto, bastará una mayoría simple para aprobar uno
en comisión, y una mayoría de los dos tercios para apro-
barlo en sesión plenaria. Por consiguiente, lo decisivo

no es la redacción, sino las fuerzas en juego en una
reunión diplomática.
24. El Comité de Redacción se plantea pues el pro-
blema de hallar una fórmula o dos variantes. Si la Co-
misión rechaza toda fórmula, como suele hacerse de vez
en cuando, pondrá a la conferencia diplomática en una
situación sumamente embarazosa, ya que en tales reu-
niones el mayor inconveniente suele ser la falta de un
texto básico.

Se levanta la sesión a las 17.50 horas.
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Derecho de los tratados

(A/CN. 4/175 y Add. 1 a 3; A/CN. 4/177 y Add. 1;
A/CN. 4/L. 107)

(continuación)
[Tema 2 del programa]

ARTÍCULO 8 (Partes de un tratado)x (continuación)

1. El PRESIDENTE invita a la Comisión a proseguir
el examen del artículo 8.

2. El Sr. CADIEUX dice que su exposición va a ba-
sarse en su experiencia como consejero del Gobierno de
su país no sólo en relación con los aspectos jurídicos del
problema, sino también con sus aspectos generales de
política exterior, en vista especialmente de que las cues-
tiones políticas y jurídicas que plantea se hallan íntima-
mente relacionadas entre sí.

3. Ni las observaciones de los gobiernos ni los argu-
mentos aducidos en apoyo del párrafo 1 del artículo
8 le han hecho cambiar los puntos de vista que expuso
en 1962 2.
4. Se ha defendido el texto del artículo 8 diciendo que
constituye una fórmula de transacción aceptable. De
hecho, ese texto no representa ninguna fórmula conci-
liatoria entre la tesis de que las convenciones multilate-
rales generales deben estar abiertas a todos los Estados
y la tesis de que el artículo debe recoger la práctica
existente de las Naciones Unidas al respecto. Una ver-

1 Vid. 791.a sesión antes del párr. 61, y párr. 63.
2 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,

66.a sesión, párrs. 7 a 10.
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dadera fórmula de transacción no se inclinaría hacia
ninguna de esas dos tesis y, por ejemplo, podría dejar a
los Estados que resolviesen la cuestión en cada confe-
rencia, sin establecer presunciones en un sentido ni en
otro. Sin embargo, incluso esa solución se apartaría de la
práctica existente y, en tal medida, adolecería de parcia-
lidad. En vista de ello, la única transacción a que la
Comisión puede llegar sería suprimir el artículo. De to-
dos modos, ni la versión de 1962 ni el nuevo texto del
Relator Especial constituyen una solución intermedia, ya
que ambos establecen una presunción incompatible con
la práctica de las Naciones Unidas y hacen recaer sobre
cada conferencia la responsabilidad de aceptar o recha-
zar tal presunción.
5. También se ha sugerido que el artículo 8 constituye
un caso de desarrollo progresivo del derecho internacio-
nal. A su juicio, dista mucho de reconocerse con carác-
ter universal ni siquiera la conveniencia de elaborar un
artículo sobre la participación, y el enunciado de una
norma acerca de un punto tan discutido podría muy bien
exacerbar precisamente las controversias que la Comi-
sión trata de resolver. Los debates de la Comisión de
Derecho Internacional y de la Sexta Comisión, así como
las observaciones escritas de los gobiernos, coinciden
en poner de relieve que la cuestión constituye un grave
problema político, hecho que debe reconocerse.
6. Desde un punto de vista práctico, y dado que la Co-
misión no ha facilitado una definición jurídica adecuada
del término «tratado multilateral general», el artículo 8
plantea a toda conferencia la cuestión de determinar si el
tratado en juego es un tratado multilateral general. Se
introduciría así una complicación innecesaria en el pro-
ceso de concertación de tratados multilaterales. En las
Naciones Unidas habría de debatirse la cuestión de la
participación en una conferencia, en ésta el problema de
la adhesión y, por último, el Secretario General tendría
que determinar si tales o cuales entidades constituyen o
no «Estados»; en muchos casos, quizás el propio Secre-
tario General tuviera que plantear de nuevo la cuestión
de las Naciones Unidas.

7. Además, la Comisión, como órgano de las Naciones
Unidas, no puede plantear a la ligera al Secretario Ge-
neral, en su carácter de depositario, los problemas a que
éste aludió en la parte final de su intervención ante la
Asamblea General en 1963:

«...si se aprueba la fórmula "todo Estado", sola-
mente podré darle cumplimiento si la Asamblea Ge-
neral me facilita una lista completa de los Estados que
han de quedar incluidos en la misma, además de los
que sean Miembros de las Naciones Unidas o de los
organismos especializados, o partes en el Estatuto de
la Corte Internacional de Justicia» 3.

8. Al argumento de que está en juego el destino del
proyecto de convención sobre el derecho de los tratados,
responde que precisamente el texto de 1962 es el que
podría poner en peligro la posición de la convención, y
que las fórmulas más extremas propuestas con ulteriori-

3 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoc-
tavo período de sesiones, Sesiones plenarias, 1258.a sesión, pá-
rrafo 101.

dad podrían efectivamente echar por tierra toda posibi-
lidad de aceptación general. La práctica existente res-
ponde al criterio de la mayoría y no sería acertado
inclinarse por lo que hasta ahora ha sido una opinión
minoritaria. La fórmula propuesta daría a un tercio más
uno de los Estados participantes en una conferencia el
derecho e imponer a los demás los nombres de los países
autorizados para adherirse al tratado, con lo cual no
prevalecería necesariamente la opinión de la mayoría.
Algunos gobiernos podrían incluso negarse a participar
en ciertas conferencias en vista de la presunción estable-
cida en el artículo 8.

9. En cuanto al problema del reconocimiento, es in-
discutible desde el punto de vista jurídico que en un
tratado multilateral abierto a la adhesión general, el
hecho de participar con un régimen no reconocido no
basta para deducir el reconocimiento. Al propio tiempo,
no es posible ignorar que ciertos regímenes no reconoci-
dos utilizan su participación en tratados multilaterales
como argumento para realzar su condición. Por consi-
guiente, sería una simplificación excesiva decir que puede
hacerse caso omiso de la cuestión del reconocimiento,
que es parte del complejo problema político planteado
en el artículo 8.

10. Ahora bien, el más importante argumento aducido
en apoyo de la fórmula de 1962 o de una versión más
radical, es que resulta esencial en los tratados multila-
terales generales estar abiertos a la aceptación de todos
los Estados; declarar otra cosa sería contrario al princi-
pio de la igualdad de soberanía de los Estados. En reali-
dad, sería ilógico excluir de una conferencia a ciertas en-
tidades y permitirles ulteriormente adherirse al tratado
redactado en esa conferencia. Los tratados son resultan-
tes de una coincidencia de opiniones y del estableci-
miento de una relación consensual; por consiguiente, la
cuestión de la participación en un tratado deberá dejarse
siempre a la decisión de los Estados participantes en la
conferencia, como única solución compatible con su
igualdad de soberanía.

11. También se ha sugerido que debe permitirse a to-
dos los Estados participar en la formulación de normas
de jus cogens. Ese argumento presupone que las entida-
des a quienes se excluye son Estados; también supone
que un Estado debe adherirse a una convención multi-
lateral a fin de participar en el proceso de creación del
derecho. En realidad, la teoría de la universalidad no se
aplica a la codificación del derecho internacional con-
suetudinario ni a los procesos contractuales de creación
del derecho.

12. Generalmente se acepta que una norma de dere-
cho consuetudinario puede provenir de la práctica de
gran número de Estados importantes, o incluso de un
número relativamente pequeño de Estados importantes-
en determinado aspecto, por ejemplo, las naciones ma-
rítimas. Las normas del derecho internacional consuetu-
dinario se desarrollan sin necesidad de que cada miem-
bro de la comunidad internacional las haya aceptado.
Las entidades que reclaman el reconocimiento como
Estados independientes deben en todo caso aplicar las,
normas consuetudinarias del derecho internacional. De.
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no ser así, la cuestión del reconocimiento de algunos
Estados se plantearía en términos adversos.
13. En cuanto a las normas convencionales, si son re-
sultado de la codificación, cada entidad que invoque su
condición de Estado está ya obligada a aceptarlas; si
aquéllas constituyen el desarrollo progresivo del derecho
internacional, nada se opone a que esas entidades de-
claren unilateralmente su intención de obligarse por ta-
les normas.

14. Por consiguiente, es claro que para quedar obli-
gadas por las normas generalmente aceptadas del dere-
cho internacional o por las consideradas convenientes
para la comunidad internacional en general, no es me-
nester que esas entidades se aparten de la bien arraiga-
da práctica de la comunidad internacional organizada.
15. Si bien por eso resulta científicamente inexacto
decir que cada Estado ha de participar en la formula-
ción de una norma perentoria, es claro que esa teoría
beneficia a los grandes Estados más que a los más pe-
queños: un Estado grande y poderoso podría quizá ne-
garse a quedar obligado por una norma aceptada por
casi todos los demás Estados, pero un Estado pequeño
no podría obrar así.
16. El tratado por el que se proscriben los ensayos
nucleares, así como los excepcionales sistemas adopta-
dos para su depósito, muestran que cuando militan con-
sideraciones políticas en favor de la apertura de un tra-
tado multilateral a todos los Estados el resultado se
alcanza con una disposición como la del artículo 8 igual
que sin ella. Además, el permitir a todos los Estados la
adhesión no significa que todos en realidad se adhieran.
17. La experiencia demuestra que el término «todo
Estado» no es elemento decisivo para determinar si las
disposiciones de un tratado son o pueden convertirse en
norma obligatoria de derecho internacional. La Carta de
las Naciones Unidas, que es el ejemplo clásico de un
tratado creador de derecho, consagra muchos principios
fundamentales de derecho internacional, algunos de los
cuales quizá en el momento de su redacción fueran de
lege ferenda, en tanto que otros eran ya lex lata. Sin
embargo, nadie puede poner en duda que la Carta cons-
tituye un tratado multilateral general que consigna nor-
mas de jus cogens, pese a las restricciones sobre el in-
greso que figuran en su Artículo 4.

18. Se ha indicado que la práctica actual en esta ma-
teria es resultado de la guerra fría, pero haciendo caso
omiso de la situación a ese respecto, es evidente que la
Comisión no puede eliminar la guerra fría adoptando el
artículo 8. Los miembros de la comunidad internacio-
nal, como Miembros de las Naciones Unidas, no po-
drían rehusar a ciertas entidades la posibilidad de adhe-
rirse a la Carta, que es el más importante de todos los
tratados creadores de derecho, y al propio tiempo per-
mitirles adherirse a convenciones normativas de impor-
tancia secundaria.

19. La Comisión no está llamada a tomar partido en
una controversia política importante, sino que debe tra-
tar de elaborar una fórmula que pueda ser útil a la co-
munidad internacional. Si la Comisión no puede prestar
este tipo de concurso, será preferible que abandone su

empeño en lugar de adoptar una fórmula que es contra-
ria a la práctica existente y que no parece llenar los re-
quisitos de toda nueva norma, a saber: los de ser incon-
trovertible desde el punto de vista puramente científico
y contar con aceptación política en general. Por todo
ello, ha llegado a la conclusión de que lo mejor sería
suprimir el artículo 8 por completo.

20. El Sr. YASSEEN no cree que la Comisión deba
volverse de las decisiones que adoptó en 1962 con res-
pecto al artículo 8. En especial, el párrafo 1 consagra
una norma razonable en lo que concierne a los tratados
multilaterales generales. Es cierto que la regla de la
unanimidad existe y domina todo el derecho de los tra-
tados; su consecuencia es que todo Estado es libre de
elegir a sus copartícipes y que no puede obligársele a
celebrar un tratado con alguien que no es de su gusto.
Sin embargo, los tratados multilaterales generales son de
una naturaleza especial, en el sentido de que se refieren
a cuestiones que afectan a toda la comunidad interna-
cional o tienen por objeto codificar, o aun crear, normas
generales de derecho internacional. Se plantea por con-
siguiente la cuestión de cómo debe regularse el proble-
ma de la participación en esos tratados.
21. A su juicio, el texto del párrafo 1 que la Comisión
adoptó en 1962 concilia el principio de la unanimidad
con los requisitos especiales de los tratados destinados
a tener carácter universal. El párrafo es prudente en su
tono, ya que se limita a formular una presunción apli-
cable no a todos los casos, sino solamente a aquellos en
que el tratado mismo no contiene disposición alguna en
materia de participación: la presunción es que todos los
Estados pueden llegar a ser partes en el tratado por ra-
zón de la naturaleza y el objeto de éste.
22. Además, el párrafo 1 representa una transacción
entre dos tesis doctrinales en pugna. Una de ellas sos-
tiene que el carácter abierto de esos tratados multilate-
rales generales pertenece al orden público internacional
y al jus cogens. Sin pronunciarse sobre el valor de esa
teoría, el orador subraya su existencia y el hecho de que
se apoya en serias razones. Según la tesis contraria, nin-
guna participación es posible sino en virtud de una nor-
ma enunciada en el tratado mismo; a menos que no lo
indique expresamente, un tratado multilateral no estará
abierto a la participación de todos los Estados. A su jui-
cio, esta tesis va demasiado lejos, ya que ignora las rea-
lidades del mundo moderno. En cambio, el párrafo 1
reconoce a los tratados multilaterales generales el papel
que deben desempeñar en las relaciones internacionales.
23. Se han formulado algunas objeciones de orden
práctico a la norma propuesta. Se ha dicho en particu-
lar que plantearía muchas dificultades. Pero esas dificul-
tades desaparecerían si, de acuerdo con un principio que
ha logrado aceptación, la participación en los tratados
multilaterales generales se disociase del problema del
reconocimiento de los Estados.
24. También se ha dicho que la regla pondría al de-
positario en una situación difícil. No cree que este ar-
gumento sea válido, porque el depositario no puede de-
cidir si una entidad que desea participar en un tratado
constituye o no un Estado. El Secretario General y el
Asesor Jurídico tienen razón al destacar que se trata de
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una cuestión sumamente política, que excede de la com-
petencia de la Secretaría de las Naciones Unidas como
depositaría. También está fuera de la competencia del
depositario cuando éste es un Estado. Es cierto que la
cuestión de la participación de una entidad cuya condi-
ción jurídica sea discutible puede ocasionar controver-
sias entre las partes, pero no es menos cierto que pue-
den surgir otras muchas controversias en la aplicación
de otras normas de derecho internacional.
25. El párrafo es moderado, no va demasiado lejos y,
como ha dicho el Relator Especial, no plantea ningún
obstáculo insuperable. La Comisión debe tener presente
que al elaborar un proyecto de convención general so-
bre el derecho de los tratados trabaja para el futuro. No
debe, pues, dejarse influir por consideraciones políticas
efímeras y por situaciones políticas que pueden variar
más rápidamente de lo que se cree.

26. El Sr. ELIAS dice que ya en 1962 adoptó el cri-
terio de que los tratados multilaterales generales deben
estar abiertos a la mayor participación posible. Por con-
siguiente, considera que el párrafo 1 del artículo 8,
aprobado por la mayoría de la Comisión, constituye una
aceptable solución intermedia entre los dos criterios
opuestos.
27. El principal argumento expuesto en contra de las
disposiciones del artículo 8 es que viola el principio de
la libertad de las partes contratantes para determinar
quién puede ser parte en el tratado. Pero hay otros me-
dios para proteger intereses que no son de carácter uni-
versal. La Comisión estudió en 1962 el concepto, que
atinadamente desechó, de «tratado plurilateral» 4 para
definir los tratados multilaterales de índole especial tales
como la Carta de la Organización de los Estados Ame-
ricanos y la Carta de la Organización de la Unidad Afri-
cana. En rigor, las partes iniciales en el tratado pueden
concertarlo siempre de tal modo que impida la adhesión
de algunos Estados a cuya participación se opongan.
Por ejemplo, ningún Estado de África, Asia o Europa
desearía que la Organización de los Estados America-
nos le estuviera abierta. Tampoco se pretende que el ar-
tículo 8 sea en modo alguno aplicable a organizaciones
como la Organización del Estado del Atlántico del Norte
o la Organización del Tratado de Asia del Sudoeste que,
por su propia naturaleza, están especializadas y limita-
das a determinada zona o a determinado grupo de inte-
reses, tínicamente se pretende que en el caso de los
tratados multilaterales generales de interés universal se
mantenga el principio de la puerta abierta.

28. Un orador precedente ha dicho que la no partici-
pación en un tratado multilateral general no ha de influir
necesariamente en el carácter universal de las normas
que dimanen del tratado. Ese argumento pudo ser váli-
do antes de estallar la segunda guerra mundial, cuando
un grupo de Estados podía establecer normas que se
consideraban obligatorias para todos los Estados. La
tendencia moderna, desde 1945, es que en todo lo po-
sible las organizaciones internacionales y la elaboración
de los tratados internacionales estén abiertas al máximo

número de Estados. En otras palabras, los nuevos Es-
tados han de tener una participación cada vez mayor en
las Naciones Unidas, en sus órganos, tales como el Con-
sejo de Seguridad, y en los organismos especializados.
Naturalmente, la participación no hace por sí sola a esos
Estados seguir o aceptar las normas establecidas; para
quedar obligados por los principios generalmente admi-
tidos de derecho internacional no es precisa esa partici-
pación; sin embargo, conviene que aumente cuanto sea
posible la de aquellos Estados que no son los que han
tenido a su cargo la elaboración de las normas de dere-
cho internacional, ya sea convencional o consuetudina-
rio. La posibilidad de llegar a ser parte en tratados mul-
tilaterales es importante sobre todo para las nuevas
naciones; por ello es inconcebible que puedan aceptar de
ahora en adelante cualquier acontecimiento en la esfera
internacional del que aún pueda desprenderse que la
elaboración de normas jurídicas internacionales está re-
servada a un grupo de Estados.

29. Otro orador, que ha expresado su preferencia por
el mantenimiento de las actuales disposiciones de las
Naciones Unidas a este respecto, ha admitido que pue-
de considerarse que la Carta de las Naciones Unidas
contiene disposiciones que son tanto de lege ferenda
como de lex lata. Puesto que en la Carta hay elementos
de desarrollo progresivo del derecho internacional, no
hay razón alguna para que no continúe el proceso; por
ello, la Comisión no iría en contra de ese desarrollo si
aprobase el principio enunciado en el párrafo 1 del ar-
tículo 8.

30. Por lo que se refiere al problema del depositario,
no le convencen los argumentos fundados en la práctica
de la Sociedad de las Naciones con respecto a los tra-
tados multilaterales. La resolución 1903 (XVIII) adop-
tada por la Asamblea General el 18 de noviembre de
1963, que el Relator Especial cita en su informe, no
tiene mayor alcance que la Convención de Viena sobre
relaciones consulares 5 concertada en abril de ese mis-
mo año, y se limita a confirmar la práctica restrictiva ya
existente. Personalmente, opina que es posible persuadir
a las Naciones Unidas de que abandonen esa práctica
restrictiva.

31. En el párrafo 3 de sus observaciones sobre el ar-
tículo (A/CN.4/177), el Relator Especial dice que si el
principio supletorio formulado en el párrafo 1 tuviese
carácter absoluto, prevalecería sobre la voluntad expresa
de los Estados contratantes, con lo que se abandonaría
el principio de libertad de las partes para determinar en
las propias cláusulas del tratado qué Estados pueden
participar en él. En rigor, todo cuanto piden reiterada-
mente los que propugnan una participación lo más uni-
versal posible es que se procure disuadir a los Estados
de insertar disposiciones restrictivas en futuros tratados
multilaterales generales de interés universal.

32. Conviene en que la definición de «tratado multila-
teral general» adoptada por la Comisión es muy poco
satisfactoria y debe ser mejorada.

* Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,
vol. I, 642.a y 643.a sesiones.

5 Conferencia de las Naciones Unidas sobre relaciones con-
sulares, Documentos Oficiales, vol. II, pág. 179.



793.a sesión. — 1.° de junio de 1965 129

33. El hecho de que los tratados estén abiertos a la
mayor participación posible no significa necesariamente
que la participación en un tratado general entrañe el re-
conocimiento. Cualquier temor a este respecto se disipa-
ría fácilmente insertando una cláusula inspirada en el
acuerdo establecido a propósito de la aprobación de la
Constitución de la Organización Mundial de la Salud y
de algunos otros instrumentos importantes, en el sentido
de que la participación de un Estado en un tratado mul-
tilateral general no entraña en modo alguno el recono-
cimiento de su gobierno por los demás Estados partes
en el tratado. El artículo 3 de la Constitución de la
OMS abre la participación en ésta a todos los Estados.
La cuestión es importante y ha sido objeto de las obser-
vaciones de varios gobiernos; sin embargo, no quiere
llegar al extremo de proponer, como ha hecho la dele-
gación de Venezuela en la Sexta Comisión (A/CN.4/
177) que deba tratarse en otro artículo. Ello no quiere
decir que no deba ser subrayada en párrafo aparte den-
tro del artículo 8.

34. El Sr. VERDROSS dice que en 1962, en la pri-
mera lectura del que es ahora artículo 8, señaló una
contradicción evidente entre el propósito de una confe-
rencia internacional de codificar el derecho internacional
general o de enunciar nuevas normas de derecho inter-
nacional general, y su decisión de excluir al mismo tiem-
po a ciertos Estados, impidiéndoles ser partes en el
tratado. Sin embargo, dado que el texto del Relator Es-
pecial refleja la actual práctica de los países, cabe pre-
guntarse los motivos de esta práctica aparentemente
contradictoria.

35. A primera vista puede explicarse por la actual di-
visión de algunos Estados en dos entidades políticas,
cada una de las cuales es considerada Estado por un
grupo distinto de Estados. Sin embargo, a su juicio esa
práctica tiene una razón más profunda: el hecho de que
hasta la fecha no exista ningún órgano internacional
competente para determinar con fuerza obligatoria para
todos los Estados de la colectividad de los países si una
entidad política es Estado en el sentido del derecho in-
ternacional. Esa determinación sigue dejándose al arbi-
trio de cada Estado.

36. Por consiguiente, puede suceder que una entidad
política sea considerada Estado por un grupo de Estados,
en tanto que otro grupo opina que no reúne todas las
condiciones requeridas por el derecho internacional para
que se la reconozca como Estado independiente. Tal ca-
lificación es algo completamente distinto del reconoci-
miento político, aunque los dos actos suelen estar rela-
cionados.

37. Mientras el derecho internacional siga siendo im-
perfecto en la materia, será correcto el texto del Relator
Especial. Ahora bien, al mismo tiempo ha de reconocerse
que si se niega a algunos Estados la posibilidad de ser
partes en una convención internacional de ese tipo, las
normas estipuladas en ella obligarán exclusivamente a los
Estados contratantes y, por consiguiente, no serán nor-
mas de derecho internacional general. En efecto, ninguna
norma de derecho internacional puede imponerse a un
Estado que no la haya aceptado libremente.

38. No quiere esto decir que el derecho internacional
obligue a una conferencia internacional a permitir que
todos los Estados sean partes en dicha convención. La
única consecuencia de la exclusión de determinados Es-
tados consiste en que semejante convención no puede
crear, por vía contractual, normas de derecho interna-
cional verdaderamente general.
39. Por todo ello, propone que se conserve la fórmula
de transacción a que se llegó en la primera lectura del
artículo 8.
40. El Sr. EL-ERIAN dice que la Comisión incorporó
un principio fundamental del derecho convencional con-
temporáneo al enunciar la norma que figura en el artícu-
lo 8 y las disposiciones conexas del apartado c del
artículo 1 sobre «tratado multilateral general» y del ar-
tículo 13 sobre «adhesión». No es de extrañar, por con-
siguiente, que ese texto haya suscitado discusiones teó-
ricas, controversias políticas y dificultades prácticas.
41. Las observaciones de los gobiernos y los debates
de la Comisión indican que están en juego cuatro cues-
tiones principales. La primera es el fundamento teórico
y la lógica jurídica del derecho de adhesión; la segunda,
la relación de ese derecho con la igualdad soberana, que
faculta a todos los Estados para participar en la elabora-
ción de las normas generales del derecho internacional;
la tercera, las repercusiones de la fórmula «todo Estado»
en el problema del reconocimiento; y la cuarta, las com-
plicaciones que esa fórmula puede entrañar en lo que
respecta a las funciones del depositario. Dado que el
Sr. Lachs y otros oradores se han ocupado adecuada-
mente de la tercera cuestión, y que la cuarta ha sido
comentada extensamente por otros miembros, limitará
sus observaciones a la primera y a la segunda.
42. En cuanto a la primera cuestión, la Comisión ha
adoptado el criterio de establecer una categoría de «tra-
tados multilaterales generales» mediante la definición
que da en el apartado c del artículo 1, definición que ha
sido criticada por los gobiernos.

43. El Sr. Brierly, primer Relator Especial sobre el
derecho de los tratados, no dio en su primer informe
ninguna clasificación de tratados, pero en relación con la
adhesión propuso como artículo 7. 3 la disposición si-
guiente: «A menos que en el tratado se indique lo con-
trario, un Estado... que no haya tomado parte en la
negociación del mismo, sólo podrá aceptar ese tratado
con el consentimiento de todas las partes en el mismo» 6.
En el artículo 9 7 de su segundo informe formuló una
propuesta análoga.

44. Sir Hersch Lauterpacht, segundo Relator Especial
sobre la misma materia, tampoco incluyó en el proyecto
de articulado de su primer informe, presentado en 1953,
ninguna clasificación de tratados, pero propuso un artícu-
lo 2 que decía lo siguiente: «Los acuerdos definidos en
el artículo 1 constituyen tratados, cualesquiera que sean
su forma y denominación», y en su artículo 7, sobre la
adhesión, incluyó el siguiente párrafo 2: «La adhesión

6 Yearbook of the International Law Commission, 1950,
vol. II, pág. 233 (texto español en A/CN.4/23, pág. 39).

7 Yearbook of the International Law Commission, 1951,
vol. II, pág. 70 (texto español en A/CN.4/43, pág. 10).
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sólo puede tener lugar con sujeción a las disposiciones
del tratado» 8. Sobre las cuestiones planteadas expuso
en su informe tan autorizado tratadista:

«Cuando el instrumento original hace depender la
adhesión de una decisión o de una condición poste-
rior, en interés del desarrollo del derecho internacio-
nal, conviene, en caso de duda, no aplicar la regla de
la unanimidad. Teóricamente, la opinión de que cada
parte contratante ha de tener el derecho de aceptar
o de rechazar la participación de una nueva parte en
la relación contractual, es incuestionable. Sin embar-
go, los tratados multilaterales que resuelven cuestiones
de interés general para la colectividad internacional
no pueden ser considerados exactamente como puras
relaciones contractuales. Contienen un germen de uni-
versalidad que merece ser estimulado. ...A menos que
el tratado contenga disposiciones expresas sobre este
punto, conviene evitar que una sola parte contratante
pueda impedir la adhesión de un Estado a un conve-
nio humanitario y apolítico destinada por su carácter
a obtener una adhesión general.» 9

45. En su segundo informe, Sir Hersch Lauterpacht in-
trodujo en el párrafo 2 del artículo 7 una disposición que
hacía posible la adhesión mediante decisión por mayoría
de dos tercios de los Estados partes en el tratado, a me-
nos que el tratado mismo expresamente dispusiera otra
cosa 10. De este modo, haciendo una excepción y admi-
tiendo la regla de la mayoría de dos tercios, tan eminente
jurista se apartaba del criterio contractual que requiere la
unanimidad a los efectos de la adhesión.
46. A juicio del orador, el derecho de adhesión no se
deriva de una relación contractual sino del carácter de
los tratados como una de las fuentes generales del dere-
cho internacional en cuya formulación y consolidación
todos los Estados tienen derecho a participar.
47. Frecuentemente se cita el fallo de la Corte Perma-
nente de Justicia Internacional en el Caso concerniente
a ciertos intereses alemanes en la Alta Silesia Polaca,11

como ejemplo contra el derecho inmanente de adhesión
a un tratado. En realidad, ese fallo se refiere al caso es-
pecial de un convenio de armisticio y en la decisión de
la Corte se sobrentiende que podría haber ciertas cate-
gorías de tratados que son objeto del derecho de adhe-
sión. Un convenio de armisticio, por su misma índole,
no constituye un tratado multilateral general.

48. En su opinión consultiva sobre la reservas a la
Convención para la prevención y sanción del delito de
genocidio, la Corte Internacional de Justicia declaró que
el propósito de la Asamblea General y las partes contra-
tantes fue que esa Convención tuviera claramente un
alcance universal. La Corte dijo además que en esa
Convención, las partes contratantes no tienen intereses
propios; sólo tienen, todas y cada una, un interés común
que es el cumplimiento de los altos propósitos que son

8 Yearbook of the International Law Commission, 1953,
vol. II, págs. 90 y 91 (texto español en A/CN.4/63, pág. 86).

9 Ibid., pág. 119, párr. 6 (texto español en A/CN.4/63, pá-
ginas 90 y 91).

10 Yearbook of the International Law Commission, 1954,
vol. II, pág. 129.

" P.C.U., 1926, Series A, n.° 7.

la razón de ser de la Convención. Añadió también
que la finalidad y el propósito de la Convención sobre
el genocidio denotan que era intención de la Asamblea
General y de los Estados que la adoptaron que en ella
participaran tantos Estados como fuera posible 12.
49. Lo que esto entraña es el derecho de participar en
los tratados multilaterales generales, un derecho que no
se deriva de una relación contractual sino de la igualdad
de soberanía de los Estados. Se trata del derecho a ser
oído en la formulación y consolidación de las normas
generales de derecho internacional, lo que tiene especial
significación en el momento actual en que las convencio-
nes están siendo una fuente más importante de ese dere-
cho que las normas consuetudinarias, y la legislación in-
ternacional está pasando al primer plano como resultado
de la diplomacia multilateral y parlamentaria.
50. Se ha sugerido que la norma en esta materia se
adapte a la práctica. Pero debe recordarse que la prác-
tica de restringir la participación en un tratado a los
Estados que son Miembros de las Naciones Unidas o de
cualquiera de los organismos especializados, o partes en
el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia es fuer-
temente impugnada. Cada vez que las Naciones Unidas
examinan la cuestión de convocar una conferencia, esa
práctica invariablemente da lugar a controversias en la
Sexta Comisión. En 1963, en la Conferencia de Viena
sobre relaciones consulares, casi logró éxito un intento
de descartar esa práctica restrictiva.
51. Para terminar, cita un mensaje personal del Secre-
tario General a un simposio celebrado recientemente en
Niza, mensaje que transmitió el Asesor Jurídico de las
Naciones Unidas: «El título mismo de ese coloquio "La
adaptación de las Naciones Unidas al mundo de hoy",
plantea una cuestión fundamental. ¿Son las Naciones
Unidas, su Carta y sus órganos principales los que deben
adaptarse al mundo de hoy? ¿No es también el mundo
de hoy el que debe tratar de conformarse a los ideales
y objetivos de la Carta?». Con ello, el Secretario General
ha señalado la necesidad no sólo de adaptar los princi-
pios a la práctica sino también de adaptar la práctica a
los principios. El principio básico que encierra el artícu-
lo 8 es el de la universalidad, tan fundamental para las
Naciones Unidas y su Carta. Teniendo en cuenta ese
principio, la Comisión debe establecer normas universa-
les que contribuyan al desarrollo de las relaciones in-
ternacionales.

52. El Sr. TABIBI declara que la divergencia de opi-
niones que se observa en la Comisión sobre el problema
de la participación de los Estados en tratados multilate-
rales generales obedece sobre todo a los conceptos y la
práctica tradicionales de la participación, a las dificulta-
des que la aceptación de la fórmula «todo Estado» puede
entrañar para el depositario, a la diversidad de propósi-
tos e intereses de los Estados cuando celebran tratados,
a los conflictos de tratados celebrados por Estados Miem-
bros con diferentes objetivos y políticas nacionales y, por
último, al problema de conciliar el principio de la uni-
versalidad de los tratados, que ahora muchos Estados
consideran como una norma de jus cogens, con el prin-

12 l.CJ. Reports, 1951, págs. 23 y 24.
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cipio de la libertad de los Estados de escoger a sus copar-
tícipes al celebrar un tratado multilateral.
53. El problema planteado a la Comisión tiene elemen-
tos jurídicos, prácticos, económicos y humanitarios, lo
cual hace más difícil formular una norma aceptable para
todos, sea como norma supletoria o como norma de
jus cogens.
54. Las dificultades que representa para el depositario
la fórmula «todo Estado» pueden superarse con un re-
curso técnico como se hizo para el Tratado de Moscú
sobre prohibición de los ensayos nucleares. Sin embargo,
el obstáculo fundamental es el problema del no recono-
cimiento que hace difícil para algunos Estados aceptar
la norma de universalidad de la participación en los tra-
tados multilaterales.
55. Lo que la Comisión ha de decidir es si debe formu-
lar una norma o confiar el problema a la conferencia
plenipotenciaria de Estados. A su juicio, la Comisión
debe formular una norma inspirada en los intereses del
derecho internacional y que fortalezca las relaciones en-
tre los Estados; en consecuencia, debe apartarse de la
práctica seguida por las Naciones Unidas, que se ha ins-
pirado sobre todo en motivos políticos.
56. No redunda en interés de ningún Estado aferrarse a
la norma de la libertad de los Estados de escoger las
partes con quienes desean contratar, hasta el punto de
nacerla extensiva al proceso de concertación de tratados
que son vitales para la humanidad. Es inadmisible que
los Estados tengan tal libertad cuando se trata de con-
venciones como las que han puesto fuera de la ley la es-
clavitud o el genocidio o las grandes convenciones huma-
nitarias de Ginebra de 1949. Tal posición sería contraria
a los intereses de toda la humanidad y constituiría una
violación del régimen de derecho.
57. La aceptación de la norma de la participación libre
de todos los Estados no es incompatible en modo alguno
con la política del no reconocimiento; esta política puede
quedar a salvo mediante una declaración de no reconoci-
miento, como se ha hecho en el caso de muchos tratados,
o estableciendo un mecanismo como el ideado en el
Tratado de Moscú por el que se prohiben los ensayos
nucleares.
58. Como la Comisión no puede sacrificar los intere-
ses de la humanidad al principio de la libertad de los
Estados contratantes o a la práctica política desarrollada
en las Naciones Unidas desde 1949, debe adoptar una
norma como la que figura en el párrafo 1 que ahora
propone el Relator Especial. Dicho texto ofrece una so-
lución conciliatoria, aceptada por la mayoría de la Co-
misión y aprobada como desarrollo progresivo del dere-
cho internacional por casi todos los Estados que han
presentado observaciones. Cree sinceramente que la acep-
tación de la norma del párrafo 1 no comprometería en
modo alguno la finalidad de los tratados regionales ni el
carácter universal de otras normas jurídicas tales como
la norma de la libertad para escoger los Estados contra-
tantes; cree asimismo que contribuiría a la comprensión
entre las naciones y al robustecimiento del régimen de
derecho.

59. El Sr. PAL dice que la intervención del Sr. Ca-
dieux demuestra que la divergencia de opiniones en la

Comisión es bastante más profunda de lo que pensaba
el Sr. Lachs. Éste sostiene que la principal dificultad que
encuentran los que se oponen al texto de 1962 es el te-
mor de que la norma, en caso de ser aceptada, abra la
posibilidad de un reconocimiento inmerecido, y estima
que la dificultad puede salvarse garantizando que la nor-
ma no lleva consigo el reconocimiento. Ahora bien, el
Sr. Cadieux ha aclarado que la disensión es mucho
mayor e interesa a problemas más amplios de política
exterior.
60. A su juicio, no es necesario llevar el problema tan
lejos. En el artículo 8, la Comisión ha intentado simple-
mente enunciar una norma supletoria relativa a la par-
ticipación en caso de que el tratado multilateral general
guarde silencio sobre el particular. Puesto que la norma
propuesta se limita a una categoría determinada de tra-
tado y además sólo a los casos en que éstos nada digan
al respecto, no parece haber razón alguna para descon-
fiar de su finalidad. La Comisión tiene ante sí dos textos
que son el adoptado en 1962 como artículo 8 y el tex-
to revisado que propone el Relator Especial de confor-
midad con las observaciones de los gobiernos. Si el
Relator Especial considera imprescindible ciertas modi-
ficaciones de forma para aclarar que la norma es sólo
supletoria, el asunto puede remitirse al Comité de Re-
dacción con las instrucciones pertinentes. La Comisión
ha de tomar nota también de un tercer proyecto presen-
tado por el Gobierno de Suecia (A/CN.4/177).
61. Personalmente se inclina a creer que el carácter
supletorio de la norma podría ponerse de relieve con
una frase inicial como la siguiente: «Salvo cuando el
tratado mismo o las normas establecidas de una organi-
zación internacional dispusieran otra cosa, todo Estado
podrá ser parte en un tratado...» No cree que la pro-
puesta del Relator Especial mejore el texto, y prefiere
el que la Comisión aprobó en 1962.
62. Para que se comprenda mejor la verdadera natu-
raleza del desacuerdo existente en la Comisión, recapi-
tulará la historia del artículo 8, que en principio era el
artículo 7 del primer informe del Relator Especial, exa-
minado por la Comisión en 1962 13. En ese informe el
Relator Especial no incluía en el artículo el problema
de la participación como tal; su artículo 7 trataba de los
Estados que están facultados para firmar el tratado, el
artículo 13 de la participación en el tratado por adhe-
sión y el artículo 16 de la participación por aceptación.
No daba en aquel informe definición alguna de tratado
multilateral general, pero definía la adhesión y la acep-
tación en los apartados / y k del artículo 1. Cuando se
sometió a debate el artículo 7 del primer texto del Re-
lator Especial, el Sr. Briggs sugirió que se aplazase su
examen hasta que la Comisión se ocupara de los artícu-
los relativos a la adhesión o participación. Finalmente,
el artículo se examinó en relación con el artículo 13 por
haber sugerido el Relator Especial que sería más fácil
llegar a una decisión sobre el artículo 7 si la Comisión
empezara por solucionar algunos de los problemas que
suscitaba el artículo 13; para éste propusieron variantes
el Sr. Briggs y el Sr. Jiménez de Aréchaga. El debate

13 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,
vol. II, pág. 49.
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demostró que el desacuerdo en la Comisión sobre di-
versas cuestiones era muy profundo. Finalmente, sin
adoptar decisión alguna sobre los puntos controvertidos,
los artículos se remitieron al Comité de Redacción, que
preparó nuevos textos cuya numeración era artículo 7,
7 bis y 7 ter u. Para entonces se había logrado una
definición de tratado multilateral general sin grandes di-
ficultades. El nuevo proyecto de artículo 7 tenía por ob-
jeto regular el problema de la participación en general,
pero no se ocupaba del caso concreto de los tratados
multilaterales generales, que eran la verdadera causa del
desacuerdo; de esa cuestión se ocupaba el artículo 7 bis,
relativo a la apertura de los tratados a la participación
de nuevos Estados. Cuando la Comisión tuvo que ocu-
parse de las nuevas propuestas del Comité de Redacción,
el Sr. Elias presentó una versión revisada del artículo 7 15

que luego pasó a ser la base del actual artículo 8.

63. Teniendo en cuenta el limitadísimo alcance de la
norma así establecida, es sorprendente que sigan opo-
niéndose tantas objeciones al artículo 8. Éste se limita
a enunciar una norma supletoria que constituye un ele-
mento de desarrollo progresivo del derecho más bien que
pura codificación. Los que aceptan el artículo en la forma
definitiva que se le dio en 1962 lo hacen por considerarlo
un adelanto impuesto por las nuevas condiciones impe-
rantes en la colectividad mundial, pero incluso así han
procurado garantizar que sea sólo una norma supletoria.
El debate no se habría prolongado tanto si la Comisión
hubiera atendido la petición del Sr. Yasseen en el 14.°
período de sesiones de que el problema entero de la par-
ticipación en los tratados se enfocase en la perspectiva
adecuada y de que se tratase el artículo 8 como norma
supletoria de alcance muy limitado.

64. Insta a los miembros de la Comisión a que procu-
ren no confundir los términos pretendiendo que su opi-
nión personal representa la verdadera finalidad y pasando
por alto así la posibilidad de desviarse inconscientemente
del asunto. El carácter esencialmente parcial del conoci-
miento humano debe convencerlos de la necesidad de
completar su información con las opiniones de los demás
por poco exactas que éstas puedan ser. Conviene que la
Comisión no deje de examinar la conveniencia de am-
pliar el alcance del artículo en interés del desarrollo pro-
gresivo del derecho; este desarrollo, a su vez, no debe
servir a intereses oscuros de grupo como a veces se le
acusa de hacer. Es evidente que los llamados principios
fundamentales no son inmutables; incluso si son funda-
mentales ello no es razón para que impidan todo desarro-
llo. Desde el punto de vista técnico, podría estimarse
controvertible la existencia de un verdadero derecho de
adhesión o participación. No cabe duda de que cualquier
tratado puede considerarse siempre resultado de un con-
senso de voluntades que presupone el principio de liber-
tad de opción, pero incluso ese principio tampoco es
inmutable en todas las circunstancias. Debe dejarse siem-
pre abierta la posibilidad de remediar cualquier resultado
injusto del cambio de aquéllas y de una revisión pacífica
de todas las relaciones establecidas. Esto es fundamental
sin duda alguna.

14 Ibid., vol. I, 660.a sesión, párr. 51.
« Ibid., vol. I, 667.a sesión, párr. 2.

65. Incluso si hubiera razones para discutir la existen-
cia de un derecho de participación propiamente dicho
porque el proceso de elaboración de tratados presupone
la libre elección de los copartícipes, los Estados tienen
en la sociedad contemporánea la obligación de colaborar
entre sí en un pie de igualdad, como el Sr. Bartos declaró
en el 14.° período de sesiones. Hay que admitir que en el
mundo contemporáneo todos los Estados tienen el dere-
cho de participar activamente en la vida de la colecti-
vidad; además, todos ellos tienen también la obligación
de promover la universalidad de la vida internacional.
El principio de universaUdad no debe seguir relegado al
segundo plano. Los objetivos sociales en la colectividad
mundial exigen y merecen sin duda alguna mayor aten-
ción. Ha llegado el momento de demostrar que se pueden
acoger nuevas ideas y abandonar los caminos trillados,
incluso en cuestiones que interesan a la política. Los
acontecimientos registrados en el mundo en los últimos
tiempos ya han socavado bastante la creencia filosófica
y optimista del hombre de que puede conseguirse un ver-
dadero progreso sin los sacrificios correspondientes. Es
imprescindible desarraigar esa creencia, porque las obli-
gaciones impuestas por la vida misma jamás se podrán
cumplir adhiriéndose a principios abstractos. Los pue-
blos de los nuevos Estados independientes saben que
para que su libertad tenga algún sentido hay que revisar
a fondo la estructura económica y política de sus países.
Comprende que está adentrándose en el reino de la filo-
sofía que quizá no siempre aporte conocimientos precisos
o sugestiones prácticas, planes o programas; ahora bien,
ello no impide que el enfoque filosófico de un problema
pueda crear las condiciones necesarias para dar con los
principios rectores.

66. La norma enunciada en el artículo 8 tal como se
aprobó en 1962 no es incompatible con ningún principio
fundamental que haya que deducir de la práctica con-
temporánea. Por otra parte, responde a la necesidad de
evolución del derecho en la materia. La obligación de
organizar y perfeccionar la vida colectiva en el plano
universal viene impuesta a los pueblos del mundo por la
necesidad de adaptarse a las nuevas circunstancias. El
principio de universalidad ha dejado de ser una pieza de
retórica, por muy encomiable que ésta sea. Las múltiples
fuerzas que actúan ahora en la colectividad internacional,
no siempre con resultados benéficos, exigen que el mun-
do encamine sus esfuerzos al establecimiento de una nue-
va unidad en el plano universal.

67. Es partidario por tanto de conservar el artículo con
ciertos cambios de forma para aclarar su sentido. Tam-
bién está dispuesto a apoyar incluso la propuesta del
Sr. Tunkin si ello fuera necesario.

68. El Sr. ROSENNE ha recapacitado mucho sobre
los artículos 8 y 9, que le inspiran más dudas que ningún
otro de los formulados por la Comisión en los tres últi-
mos años. Después de escuchar algunas de las categóri-
cas exposiciones hechas durante el debate, se pregunta
si el problema de la participación en un tratado ha sido
debidamente analizado para poner de relieve todos sus
aspectos.
69. A diferencia de algunos miembros de la Comisión,
cree difícil limitar sus observaciones al párrafo 1, pues
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las generalizaciones sobre un solo problema, que quizá
no sea el más importante, pueden provocar actitudes
apasionadas que a su vez tergiversen toda la labor de la
Comisión sobre el derecho de los tratados. Procurará
exponer de manera sistemática los problemas pertinentes,
sin que ello quiera decir que el artículo deba ocuparse
de todos. Son los siguientes: primero, ¿quiénes son par-
tes en un tratado?; segundo, ¿quiénes pueden adquirir
la condición de parte?; y tercero, ¿pueden otros Estados
no comprendidos en las dos categorías anteriores llegar
a ser partes? En cada caso debe distinguirse entre los
tratados bilaterales y los demás tipos de tratados. A los
efectos del artículo 8, no hay necesidad de estudiar
los tratados bilaterales pues el problema está claro y lo
más que debe hacerse es mencionarlo en el comentario.
Cualesquiera otros aspectos secundarios relativos a los
tratados bilaterales pueden exponerse si fuera preciso en
relación con los artículos 58 a 61.
70. Por lo que a otros tipos de tratados se refiere, debe
establecerse una distinción práctica entre los tratados
para los cuales hay depositario y los tratados que care-
cen de él. Aunque más adelante habrá que abordar el
primer problema señalado, por el momento puede pres-
cindirse de él. Se limitará a indicar que en el apartado c
del artículo 1 del primer informe del Relator Especial se
.encuentran ya los elementos esenciales de una definición
cuando define el término «parte» como todo Estado que
ha consentido definitivamente en quedar obligado por un
tratado en vigor 16. Esa definición es más exacta que la
propuesta por el Gobierno de los Países Bajos en su co-
mentario al artículo 1 (A/CN.4/175/Add.l).
71. El segundo problema es quién puede adquirir la
condición de parte en el tratado; en principio, eso lo de-
terminan los Estados que «elaboran el tratado». Utiliza
deliberadamente una expresión neutra con objeto de
evitar, a los efectos del actual debate, los problemas que
plantean las definiciones basadas por ejemplo en los par-
ticipantes en la adopción del texto, definiciones que sólo
sirven para complicar el problema. Tal principio fue
enunciado en la versión original del artículo 8 y en el
nuevo texto propuesto por el Relator Especial que, a su
juicio, es preferible. El principio, que da cierta impor-
tancia al propio texto del tratado aunque tal vez no lo
hace de manera suficiente, debe mantenerse como punto
de partida para todos los tratados. Nada impide a los
autores de un tratado incluir de común acuerdo desde el
principio la fórmula «todo Estado» si la estiman ade-
cuada y esperan contar con el apoyo de la mayoría nece-
saria, pero la decisión en cuanto a si tal fórmula es o no
conveniente sigue siendo una decisión de carácter polí-
tico que ha de alcanzarse sólo según las circunstancias
de cada caso. A este respecto, sería conveniente que la
Comisión adoptara el mismo criterio que la Corte In-
ternacional de Justicia que en todo momento ha rehusado
sustituir con una resolución propia una decisión de ca-
rácter político que estimaba justa y adecuada en deter-
minadas circunstancias.

72. La cuestión que hay que estudiar seguidamente es
si hay excepciones a ese principio y, en tal caso, cuáles

son y en qué se fundan. En especial, ¿constituyen una
verdadera excepción los llamados tratados multilaterales
generales, según la definición convenida en el 14.° pe-
ríodo de sesiones? A su juicio, la Comisión respondió
negativamente a esa pregunta al redactar el artículo 8
en su forma actual, aunque su texto puede mejorarse y
hacerse más claro.
73. En cuanto a cuál sea la lex lata en la materia,
puede servir de orientación la opinión consultiva de la
Corte, de 28 de mayo de 1951, sobre las reservas a la
Convención para la prevención y la sanción del delito de
genocidio. Dicha Convención ha llegado a considerarse
como ejemplo de tratado multilateral general por antono-
masia. La Corte señaló que el derecho a adquirir la
condición de parte en la Convención no expresa un con-
cepto suficientemente claro 17, y llegó a la conclusión de
que ese derecho no dimanaba ni de la Convención ni de
ninguna otra fuente. Aunque el orador no mantiene una
postura de intransigencia, sigue sin ver ningún funda-
mento claro en el derecho actual para afirmar que la par-
ticipación en una convención multilateral general o en
cualquier otro tratado constituye un derecho.
74. Durante los debates de la Comisión sobre el pro-
yecto de artículos, se hizo especial hincapié en los ras-
gos esencialmente contractuales del tratado internacio-
nal, y él recuerda bien las enérgicas objeciones hechas
en el 16.° período de sesiones a la propuesta del Relator
Especial de incluir un artículo para reconocer a los que
éste denominaba regímenes internacionales objetivos 18.
Se argüyó que el mundo aún no está preparado para
aceptar procedimientos análogos al de la legislación en
derecho interno, y que el concepto de un tratado que
crease algo tan objetivo que pudiera aplicarse a todos los
Estados se hallaba en contradicción con el carácter fun-
damentalmente contractual de los instrumentos interna-
cionales, cualquiera que sea el número de las partes. La
Comisión debe sacar la conclusión lógica de esa forma
de enfocar el asunto. Además, la cuestión que se exa-
mina no se ha de confundir con otra totalmente distinta,
suscitada anteriormente en esta sesión, acerca de los
tratados como fuente de derecho internacional.

75. Por lo que respecta a la participación en tratados
multilaterales generales, le es aún más difícil hallar ele-
mento alguno de un principio de jus cogens en su propia
definición de esos principios formulada en el 15.° pe-
ríodo de sesiones 19. Tal vez pueda indicar la Comisión
que, de interesarse en ello un número suficiente de Esta-
dos, se solicite sobre el asunto una opinión consultiva de
la Corte Internacional de Justicia.

76. Queda por determinar qué orientación ha de bus-
carse en la práctica para elaborar una norma de lege
ferenda. Del memorando de la Secretaría sobre las reso-
luciones de la Asamblea General de interés para el dere-
cho de los tratados 20, y especialmente de los párrafos
60 a 65, se desprende que las opiniones de la mayoría

16 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,
vol. II, pág. 36.

17 l.CJ. Reports, 1951, pág. 28.
18 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1964,

vol. I, 738.a a 740.a sesiones.
19 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1963,

vol. I, 685.a sesión.
2» Ibid., vol. II, pág. 1.
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de los Estados miembros, lejos de haber sufrido un cam-
bio radical, han seguido la misma línea desde el naci-
miento de las Naciones Unidas y a pesar de los aumentos
sucesivos del número de sus miembros. Este hecho, uni-
do a las opiniones contradictorias de los gobiernos pre-
sentadas a la Comisión en el documento A/CN.4/175,
le inducen a dudar de que una fórmula como «todos los
Estados» llegue a obtener una mayoría de dos tercios en
la Asamblea General o en una conferencia diplomática
sobre derecho de los tratados. Que él sepa, no predomina
la opinión favorable a modificar la lex lata como él la
concibe, ni tampoco hay acuerdo alguno sobre los cam-
bios que serían necesarios. Por consiguiente, conviene
que la Comisión no embrolle el problema como hizo con
el artículo sobre la anchura del mar territorial en el pro-
yecto de 1956 sobre el derecho del mar, artículo que oca-
sionó tan grave confusión en la Conferencia de 1958.
Ha podido notar que la práctica en materia de participa-
ción descrita en el memorando de la Secretaría se aplica
tanto a la convocación de conferencias como a las cláu-
sulas de adhesión. Ello es completamente lógico, ya que
ambos aspectos están estrechamente relacionados y nin-
guno se presta a una reglamentación general a priori;
tanto uno como otro dependerán siempre de las exigen-
cias de la práctica.

77. Coincide con el Sr. Lachs en que el problema del
reconocimiento se relaciona con el artículo 8, pero no
está de acuerdo con él en que nunca se haya mencionado
este problema en el curso de los debates, pues en el 14.°
período de sesiones se refirió a él expresamente el
Sr. Gros 21. La Comisión prestaría desde luego un gran
servicio si consiguiera separar ese asunto del de la par-
ticipación en los tratados, disipando así los temores ex-
presados por algunos gobiernos. Los registros nacionales
e internacionales de tratados están cada vez más abarro-
tados de declaraciones y contradeclaraciones innecesarias
y de las llamadas reservas acerca del reconocimiento,
todas improcedentes, creadoras de confusión y algunas
de ellas causa de tirantez. Como la Comisión decidió en
1949 incluir el reconocimiento de Estados y gobiernos
en su lista provisional de temas de estudio 22, antes de
esbozar la tarea debería abstenerse de anticipar juicios
sobre sus resultados, reservando ese aspecto del artícu-
lo 8 como hizo con el artículo 64 en el anterior período
de sesiones.

78. Sin embargo, el reconocimiento no es en modo
alguno la única cuestión pendiente. No se han de ignorar
las dificultades del depositario, que a su juicio no puede
decirse que sean de procedimiento y no de fondo, ya que
él sigue pensando como en 1957; es decir, que en derecho
internacional no se puede trazar una distinción categó-
rica entre cuestiones de fondo y cuestiones de procedi-
miento 23.

21 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,
vol. I , 667 . a sesión, párr . 46.

22 Yearbook of the International Law Commission, 1949,
pág. 39.

23 The International Court of Justice, An Essay in Political
and Legal Theory (Leyden: Sijthoff, 1957) pág. 210; reprodu-
cido en The Law and Practice of the International Court
(Leyden: Sijthoff, 1965), pág . 541 .

79. Agradece a la Secretaría la información que ha fa-
cultado en respuesta a las preguntas que él hizo en la
782.a sesión acerca de los dos ejemplos clásicos de go-
biernos o de secretarías de organizaciones internaciona-
les que actúan como depositarios y acerca del problema
conexo que para ella supone encargarse del registro. Di-
cha información demuestra que en ambos casos las difi-
cultades son igualmente grandes, aunque quizá se pre-
senten bajo distinto aspecto. En el 14.° período de
sesiones, la opinión general de la Comisión fue contraria
a conceder facultades discrecionales excesivas al deposi-
tario, tema sobre el cual el Sr. Jiménez de Aréchaga hizo
algunas acertadas observaciones 24. La situación de de-
recho y de hecho en modo alguno ha variado por lo
sucedido con el Tratado de Moscú de 1963 por el que
se prohiben los ensayos nucleares. Tal vez los miembros
de la Comisión que afirman que las llamadas dificultades
de procedimiento pueden superarse fácilmente, incluso
cuando el depositario es una organización internacional,
debieran explicar cómo se las puede superar en efecto.
Personalmente, estima que la declaración del Secretario
General en la 1258.a sesión plenaria de la Asamblea
General25 es muy convincente en ese punto, al que tam-
bién alude el Gobierno de Suecia en sus observaciones.
80. En cuanto a si los artículos 8 y 9 deben suprimirse
íntegramente como propone el Gobierno del Japón, la
dificultad es que en derecho la distinción entre partes
iniciales y ulteriores, cualquiera que sea el procedimien-
to por el que llegan a ser partes, es fundamental espe-
cialmente desde el punto de vista de la interpretación, y
evidentemente la mayoría de los artículos han sido redac-
tados teniendo en cuenta esa distinción. Si se suprimen
esos dos artículos habrá que reordenar casi todos los
demás, tarea difícil aunque no imposible.
81. La controversia se refiere en realidad a la cuestión
de la participación en tratados multilaterales generales.
Se reserva su parecer con respecto a la nueva definición
de esos tratados propuesta por el Relator Especial, ya
que no le han convencido algunas de las objeciones que
se han hecho a la primera definición a que se llegó en
1962. Si se conserva el artículo 8, debe dejarse aclarado
que la participación en cualquier clase de tratados mul-
tilaterales no tiene nada que ver con el procedimiento,
enteramente distinto, de admisión en las organizaciones
internacionales, grandes o pequeñas, regionales o univer-
sales. Sobre ese procedimiento se encuentra información
aclaratoria en la opinión disidente de 1948 de los magis-
trados Basdevant, Winiarki, McNair y Read en el asunto
de las condiciones de admisión de un Estado como
Miembro de las Naciones Unidas 26 y en la obra de Mo-
relli27. Las observaciones de algunos gobiernos revelan
cierta confusión sobre este punto fundamental que debe
aclararse en el comentario.
82. No debe exagerarse la importancia de los proble-
mas relacionados con los tratados multilaterales gene-
rales, en vista de que la Comisión ya formuló el artícu-

24 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,
vol. I, 658 . a sesión, pár rs . 26 y 27.

25 Vid. párr. 7.
26 l.CJ. Reports, 1948, pág. 84.
27 G. Morelli, Nozioni di diritto internazionale, 6.a edición

(1963), pág. 313.
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lo 62 que hará mucho por evitar los peligros de dualismo
a que se refirió el Sr. Lachs en la sesión anterior.
83. Por último, deben reordenarse las disposiciones
sobre participación en un tratado. La primera debería
tratar de la participación inicial, aun cuando más tarde
pueda resultar redundante. Una segunda disposición se
referiría a la participación ulterior conforme a lo que
estipule el tratado, y podría redactarse como el texto que
ahora propone el Relator Especial, aunque insistiendo
más en la primacía del tratado. Finalmente, una tercera
disposición versaría sobre la extensión a otros Estados
de la facultad de ser partes en el tratado, cuestión que
regula ahora el artículo 9, pero en forma más sencilla.
Con ese nuevo orden se evitaría la actual deformación
de algunos elementos esenciales del derecho de los tra-
tados en su conjunto y se situaría un punto controverti-
ble en su debida perspectiva. El mecanismo de la parti-
cipación podría regularse en otros artículos y la adhesión
debería incluso disociarse de la materia a que se refieren
los artículos 8 y 9.
84. Como es probable que la fórmula «todo Estado»
no se acepte por carecer de justificación suficiente de
lege lata o de lege jerenda, convendría que la Comisión
decidiese en seguida y claramente sobre ese particular,
en caso necesario mediante votación, así se evitaría que
ocurriese lo mismo que con su disposición relativa a la
anchura del mar territorial.

Se levanta la sesión a las 12.55 horas.

794.a SESIÓN

Miércoles 2 de junio de 1965, a las 10 horas

Presidente: Sr. Milan BARTOS

Presentes: Sr. Ago, Sr. Amado, Sr. Briggs, Sr. Ca-
dieux, Sr. Castren, Sr. El-Erian, Sr. Elias, Sr. Jiménez
de Aréchaga, Sr. Lachs, Sr. Pal, Sr. Paredes, Sr. Pessou,
Sr. Reuter, Sr. Rosenne, Sr. Ruda, Sr. Tsuruoka, Sr. Tun-
kin, Sr. Verdross, Sir Humphrey Waldock y Sr. Yasseen.

Derecho de los tratados

(A/CN. 4/175 y Add. 1 a 3; A/CN. 4/177 y Add. 1;
A/CN. 4/L. 107)

(continuación)
[Tema 2 del programa]

ARTÍCULO 8 (Partes de un tratado)x (continuación)

1. El PRESIDENTE invita a la Comisión a seguir exa-
minando el artículo 8.

1 Vid. 791.a sesión antes del párr. 61, y párr. 63.

2. El Sr. PAREDES recuerda que en el debate sobre
otros artículos expresó el criterio de que, en una codifi-
cación, cada artículo ha de contener un solo precepto
relativo a una sola cuestión. Si un artículo trata diferen-
tes cuestiones, la fórmula adoptada, por flexible que sea,
no puede abarcar todos los aspectos de los problemas
examinados.
3. La expresión «tratado multilateral general» del pá-
rrafo 1 del artículo 8 comprende en realidad tratados de
un carácter completamente distinto que exigen diferente
reglamentación. Por una parte, hay los tratados que reco-
nocen y enuncian una práctica internacional universal-
mente obligatoria; por otra, los tratados relativos a inte-
reses particulares de las naciones.
4. Los primeros se refieren a los fundamentos mismos
de la coexistencia entre Estados y establecen normas um-
versalmente obligatorias. El Sr. Lachs ha dicho que hay
cierto tipo de tratados que obligan a todos los Estados
aun cuando éstos no hayan participado en su prepara-
ción; por ejemplo, las Convenciones sobre la abolición
de la esclavitud o la Convención para la prevención y la
sanción del delito de genocidio o el Tratado de Moscú
de prohibición de los ensayos con armas nucleares. El
orador estima que esos tratados establecen una especie
de legislación que impone cierto comportamiento, no sólo
a los Estados participantes, sino a todos los Estados.
Además, esos tratados ni siquiera formulan normas u
obligaciones nuevas; no hacen más que reconocer, defi-
nir y delimitar la práctica internacional. En tal sentido
pueden ser aceptados y reconocidos por todos los pue-
blos, pero ¿son universalmente obligatorios? Esos tra-
tados no se refieren necesariamente a intereses particu-
lares de un Estado cualquiera, sino a los intereses
generales de la humanidad como, por ejemplo, la Con-
vención para la prevención y la sanción del delito de
genocidio. Por consiguiente, esta categoría de tratados
puede y debe estar abierta a la adhesión de todos los paí-
ses del mundo, ya se trate de Estados que posean todas
las características estatales o de grupos que ejerzan fun-
ciones políticas y se rijan por el mismo tipo de leyes.

5. Si los Estados que intervienen en esos tratados nada
crean y se limitan a reconocer y a proclamar en qué
consisten esas obligaciones internacionales, cabría pre-
guntarse si una declaración de este género obliga a todos
los Estados que no han participado o no han querido
participar en el tratado. A su juicio, los principios que
entrañan son tan esenciales en la vida de las naciones
que nadie podría apartarse de ellos sin poner en grave
peligro el orden público internacional. Por consiguiente,
todo Estado, toda entidad internacional puede y debe
adherirse a esos tratados. Queda por determinar quién
posee la facultad o el derecho de dictar esas leyes obli-
gatorias para el mundo entero. La respuesta es fácil si
esas leyes se adoptan bajo los auspicios de una gran or-
ganización internacional como las Naciones Unidas.

6. No puede decirse lo mismo con respecto a otros tra-
tados comprendidos en la denominación de «tratados
multilaterales generales». Hay tratados concernientes a
intereses especiales, pero puesto que la vida impone a to-
dos los seres humanos las mismas necesidades, esos tra-
tados tienen interés para el mundo entero. Ejemplo de


